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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JHON JAIRO GIRALDO MARÍN, contra la Fiscalía 31 de Automotores de esta ciudad, al considerar violado su derecho al debido proceso.

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se reporta, se puede concretar en:

1.1.- El señor JHON JAIRO GIRALDO MARÍN, portador de la cédula de ciudadanía número 18.514.497 expedida en Dosquebradas (Rda.), actualmente detenido en la Cárcel de Varones de Pereira, fue capturado mediante orden emanada de la Fiscalía 31 de Automotores, el día tres (3) de agosto del presente año y puesto a disposición de ese despacho. Por haber adquirido la calidad de sujeto procesal de conformidad con el artículo 400 de la Ley 600 de 2000 (poseía Resolución de Acusación), lo dejó encarcelado y a disposición de la Fiscalía de Asignaciones. Luego expidió boleta de cambio para el Juzgado Penal del Circuito -Reparto-, del cual dice no existe.

1.2.- El conocimiento del proceso correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, el cual se abstuvo de librar boleta de encarcelamiento contra el señor GIRALDO MARÍN y en su defecto, declaró la nulidad de la resolución de acusación proferida por la Fiscalía 31 de automotores. Por considerar que se encontraba a disposición de la Oficina de Asignaciones de la Fiscalía, fue interpuesta por el interesado acción pública de habeas corpus, la cual fue decidida de manera adversa a sus pretensiones.

1.3.- Señala que el Juzgado Sexto -sic- Penal de Descongestión, al decidir el habeas corpus, manifestó que si el Juzgado no protocolizó la captura con la respectiva boleta de detención, subsistía la expedida por la Fiscalía, y observa el actor que solamente obra en el plenario la que lo dejó encarcelado y a disposición de la Oficina de Asignaciones.

1.4.- El ad-quem del habeas corpus, dice no entender porqué el actor argumentaba no saber por cuenta de qué autoridad se encontraba detenido, con lo cual pretendió evadir el fondo del asunto, pues el debate no estaba en qué autoridad libró la orden de captura, sino, que no se aplicó el procedimiento para la puesta a disposición de autoridad competente, tal como lo ordenan la Constitución y la Ley. Aduce, que el mismo funcionario expresó que el habeas corpus no había sido creado para resolver situaciones tan especiales como la planteada.

1.5.- De conformidad con lo planteado por el ad-quem en el caso sub judice, hubo anormalidad procedimental y al respecto opina el actor que es violatoria del debido proceso esa especial forma de tramitación, pues el Estado está obligado a corregir esas situaciones “especiales” en cumplimiento del principio de legalidad, dando prevalencia a la igualdad procedimental en todas las actuaciones procesales y la formalidad propia del juicio.

1.6.- Dice que no son admisibles las suposiciones ni la sabiduría conceptual, se exigen posiciones claras y establecidas en la ley. A través de contenidos escritos no es dable al juez de habeas corpus especular, pues ello quebranta el ritual procedimental y el artículo 29 de la Constitución. Independientemente de que se conceda o no la libertad del procesado es necesaria la observancia de los procedimientos que es lo que centra la discusión y genera la petición del restablecimiento y garantía de la libertad por violación del debido proceso, en la correcta aplicación de los procedimientos indicados en la ley.

Desconoce el accionante autoridad en la Oficina de Asignaciones de la Fiscalía General de la Nación para el manejo de detenidos y pregunta por qué ninguno de los despachos involucrados se ha decidido a librar la respectiva boleta de detención que legalice la captura, para salir del limbo jurídico en que se encuentra, ya que considera que la Oficina de Asignaciones no tiene funciones jurisdiccionales y es allí donde radica la violación del debido proceso, desconocida por el Juez de habeas corpus.

Solicita del Juez de tutela se ampare el derecho fundamental al debido proceso, se proceda a evaluar su situación jurídica y se le restablezca el derecho a la libertad por violación del debido proceso.

3.- CONTESTACIÓN

De manera oficiosa se vinculó a la presente acción a la Oficina de Asignaciones de la Fiscalía, al Juzgado Segundo Penal del Circuito, Juzgado Penal municipal de Descongestión y Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad.  Sus titulares no hicieron manifestación alguna sobre la demanda instaurada.

4.- PRUEBAS

Se practicó inspección judicial al proceso adelantado por hurto calificado y agravado y falsedad marcaria, así como a las diligencias surtidas con motivo de la acción pública de habeas corpus interpuesta a favor del señor GIRALDO MARÍN. Además, se obtuvo copia de los documentos que obran en la Cárcel de este Distrito Judicial, en relación con la privación de la libertad del accionante.

5.- SE CONSIDERA

La acción de tutela se erige en el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir este, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

El problema  que ha sido puesto en consideración de la Sala, en su rol de juez constitucional, consiste en determinar si en el procedimiento judicial adelantado una vez se produjo la captura  del señor JHON JAIRO GIRALDO MARÍN se ha presentado la vulneración del debido proceso o algún otro derecho fundamental.

La censura que el actor hace sobre las actuaciones de las autoridades judiciales que de una u otra forma han tenido que ver con su situación una vez producida su aprehensión, tienen asiento en el convencimiento que el interno tiene de estar detenido por cuenta de la Oficina de Asignaciones de la Fiscalía, dependencia a la que no le reconoce capacidad para tener a su cargo personas privadas de la libertad.

Examinado con detenimiento tanto el proceso como la documentación que oportunamente fuera remitida por parte de la Dirección de la Cárcel Distrital de Varones de esta ciudad, se tiene que no es cierto lo que se afirma en la demanda, por cuanto en primer lugar, la captura fue debidamente legalizada por parte de la Fiscalía 31 de Automotores al expedir la consecuente boleta de detención al serle puesto a disposición el aprehendido. Tal orden de encarcelamiento se emitió el día cuatro (4) de agosto de dos mil cinco (2005), un día después de producida la retención por parte de las autoridades policiales al hacer efectiva la orden de captura que en contra del procesado figuraba en sus archivos.

Más adelante, obra otra boleta de detención, esta vez expedida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de la ciudad el treinta (30) de agosto próximo pasado e incluso, actualmente el señor JHON JAIRO GIRALDO MARÍN se encuentra a órdenes de esta Sala, en virtud de la boleta de encarcelación que se expidió desde el pasado diecinueve (19) de septiembre por parte de la Presidencia de la Corporación una vez llegó el proceso penal para que se desatara el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía 31 de Automotores contra el auto que profiriera el señor Juez Segundo Penal del Circuito el diecisiete (17) de agosto y por medio del cual declaró la nulidad procesal a partir de la resolución de acusación, inclusive.

Por lo anterior, forzoso es concluir que en ningún momento el procesado -actor- ha estado privado de la libertad por cuenta de la Oficina de Asignaciones de la Fiscalía y por tanto, no le asiste razón en la afirmación que en ese sentido hace. Pero además, su restricción de la libertad siempre ha sido respaldada a partir de la orden impartida por una autoridad judicial, de conformidad con los mandatos constitucionales y legales que regulan la materia.

Examinados los trámites adelantados con ocasión de la puesta a disposición de las autoridades judiciales de quien fuera requerido mediante orden de captura legal y oportunamente emitida, se tiene que en verdad, al haber adquirido ejecutoria la resolución que calificó el mérito del sumario con el proferimiento de la respectiva resolución de acusación, lo imperativo era legalizar la aprehensión hecha y expedir la correspondiente boleta de cambio para que el señor GONZÁLEZ MARÍN quedara por cuenta del Juzgado al que por reparto le correspondiera adelantar la etapa del juicio. Al respecto, resulta oportuno aclarar que actualmente no existe en el Circuito Judicial de Pereira un juzgado de reparto propiamente dicho, empero, debe entenderse que el proceso debe ser sometido a un sorteo entre los distintos Juzgados Penales del Circuito existentes en la ciudad, luego de lo cual se entrega al despacho que sea asignado por el programa informático especializado que se utiliza para tal fin. Por ello, en la praxis judicial de nuestro medio, no se puede enviar un expediente que proviene de la Fiscalía de manera directa a un determinado despacho judicial, porque como ya se dijo, es necesario que en aras de garantizar la transparencia e imparcialidad en las decisiones de la Administración de Justicia, el mismo sea sometido a reparto. 

Si bien es cierto, se observa que inicialmente el Juzgado Segundo Penal del Circuito se mostró renuente a proferir la respectiva boleta de encarcelamiento, con fundamento en la declaración de nulidad de la resolución de acusación –con lo cual el proceso debía retornar a la Fiscalía 31 Seccional de Automotores para que se enderezara el yerro allí que en su concepto se había presentado-, no lo es menos que al interponerse y sustentarse en debida forma el recurso de apelación, se procedió a emitir la correspondiente orden, tal como consta en el proceso y en la documentación que se anexó al presente trámite.

Valga la pena mencionar, que la expedición de una boleta de cambio, no significa que de manera automática se produzca la mutación hacia el funcionario de destino y por consiguiente quede bajo sus órdenes la persona detenida. La misma consiste ni más ni menos en que se le solicita a la otra autoridad judicial que expida la orden pertinente. Se hace énfasis en que es una solicitud y no una orden, que queda al arbitrio del funcionario de destino, quien debe decidir si profiere o no la orden respectiva, entretanto, el detenido sigue estando por cuenta del último despacho que haya proferido la boleta de encarcelamiento.

Por manera que analizado el caso puesto a consideración de la Sala, salta a la vista que en ningún momento el señor JHON JAIRO MARÍN ha estado privado de la libertad sin estar a disposición de una autoridad judicial, en otras palabras, su detención es el producto de las órdenes que en ese sentido han emitido las diferentes autoridades judiciales que han intervenido en el proceso, con estricto apego a la ley.

De contera, se tiene que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º numeral 2 del Decreto 2591 de 1991 -Reglamentario de la acción de tutela-, este excepcional mecanismo no resulta procedente cuando lo que se pretende se pueda obtener mediante la invocación del habeas corpus; y es un hecho cierto que la libertad que pretende el señor GIRALDO MARÍN ya fue objeto de interposición de esa acción pública, que por lo demás fue negada después de adelantarse el breve trámite para ello, tanto por el funcionario a-quo como por el a-quem, razón de más para considerar que al no avizorarse vulneración de ningún derecho fundamental en el presente evento, sea negado el amparo deprecado por resultar improcedente.

Debe tenerse en cuenta también, que como acertadamente se dijera al decidirse la acción pública de habeas corpus, a esta altura del proceso, no aparece lógico que se afirme el desconocimiento de la autoridad judicial por cuenta de la cual se encuentra el señor GIRALDO MARÍN, cuando se le ha notificado de las decisiones proferidas y, además, su abogado que ahora funge en calidad de defensor de confianza también ha sido enterado de esas providencias.

5.1. Sobre el impedimento planteado

Al haber manifestado el Dr. JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO estar impedido para conocer del presente trámite, por haber proferido el auto interlocutorio por medio del cual se decretó la nulidad de la resolución de acusación que expidió la Fiscalía 31 de Automotores, y además, haber sido vinculado el Juzgado Segundo Penal del Circuito a la presente acción, del cual él era titular al momento de arribar el expediente penal, es pertinente darle aplicación a lo dispuesto en el artículo 39 del Decreto 2691 de 1991 (Reglamentario de la acción de tutela) que faculta a los funcionarios para separarse de la actuación cuando queden inmersos dentro de las causales de impedimento contempladas en el Código de Procedimiento Penal.

En ese sentido, es claro el contenido del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, al señalar como causales de impedimento en su numerales 1º: Que el funcionario judicial ... tenga interés en la actuación procesal y 6º: Que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiera participado dentro del proceso..;  hipótesis legales que aquí se pueden materializar y por tanto, se aceptará el impedimento planteado, con lo cual se separará al Dr. JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO del conocimiento de esta acción de tutela.

5.2. Cuestión final

Mientras se adelantaba este trámite, se allegó poder del actor por medio del cual faculta al abogado FABIO MARÍN GONZÁLEZ para instaurar acción de tutela en contra de la Fiscalía 31 de Automotores, así como presentar y solicitar pruebas, recursos, impugnaciones y las gestiones inherentes al mandato encomendado. De conformidad con las orientaciones jurisprudenciales al respecto, encuentra la Sala que tal poder se ajusta a la normas establecidas para la representación judicial en tratándose del trámite de acciones de tutela, en consecuencia, se reconocerá personería jurídica al profesional del derecho para actuar en este trámite.

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el ciudadano JHON JAIRO GIRALDO MARÍN.

SEGUNDO: Se le reconoce personería jurídica para actuar en el presente trámite al Dr. FABIO MARÍN GONZÁLEZ, de conformidad con el poder que le fuera otorgado.

TERCERO: Se acepta el impedimento planteado por el señor Magistrado JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO y en consecuencia, se le separa del conocimiento de la presente acción.

CUARTO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

WILSON  FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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